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a Cámara 2ª Contencioso-ad-
ministrativa de la ciudad de 
Córdoba hizo lugar a la medi-

da cautelar promovida por los pa-
dres de una niña afiliada a Apross y 
ordenó a la obra social provincial 
brindar de manera inmediata la 
cobertura integral de un implante 
coclear para el oído izquierdo, el 
reemplazo de dos baterías recarga-
bles del procesador correspon-
diente al oído derecho y los insu-
mos necesarios para el tratamien-
to, o bien entregar los fondos para 
su adquisición, al considerar acre-
ditadas la verosimilitud del dere-
cho y el peligro en la demora. 

La decisión fue adoptada por las 
vocales María Soledad Puigdelli-
bol, María Eugenia Heredia y Susa-
na Sosa, quienes entendieron que 
la continuidad de la situación 
comprometía de manera directa el 
derecho a la salud, al desarrollo y a 
la calidad de vida de una niña de 
nueve años con discapacidad.  

El tribunal comenzó señalando 
que de la prueba incorporada sur-
gía que la menor era afiliada a 
Apross, poseía Certificado Único 
de Discapacidad y padecía trastor-
no del desarrollo de las habilidades 

escolares, trastorno del desarrollo 
del habla y del lenguaje e hipoacu-
sia neurosensorial bilateral, cua-
dro que justificaba la necesidad de 
una respuesta judicial urgente.  

También tuvo por acreditado 
que en 2023 se le había colocado 
un implante coclear en el oído de-
recho, cuyo funcionamiento resul-
taba indispensable para su audi-
ción, pero que con posterioridad la 
pérdida auditiva del oído izquier-
do se agravó hasta tornar insufi-
ciente el único implante existente. 
A ello se sumó que las baterías re-
cargables del procesador del oído 
derecho presentaban fallas inter-
mitentes de carga técnicamente 
verificadas, situación que afectaba 
el funcionamiento del dispositivo 
y comprometía seriamente la ca-
pacidad auditiva de la niña.  

Las magistradas destacaron que 
la propia demandada había reco-
nocido durante el trámite admi-
nistrativo y en la audiencia cele-
brada en la causa que no existía 
controversia acerca de la necesi-
dad terapéutica del implante co-
clear ni del reemplazo de las bate-
rías, ya que incluso informó que la 
compra de un implante compati-

ble se encontraba autorizada. En 
consecuencia, entendieron que la 
discusión no recaía sobre la proce-
dencia de la cobertura sino sobre 
qué modelo de implante y qué 
procesador de habla debían prove-
erse, así como sobre el verdadero 
alcance del concepto de compati-
bilidad invocado por Apross.  

 
Relevancia 
Al analizar esa cuestión, la cámara 
otorgó especial relevancia al crite-
rio del médico tratante, quien indi-
có el implante Nucleus CI 612 
acompañado del procesador Nu-
cleus 8, por considerar que repre-
sentaba la alternativa más adecua-
da para la situación clínica concre-
ta de la paciente. El fallo resaltó que 
ese dispositivo permitía realizar re-
sonancias magnéticas de hasta 3 
Teslas sin necesidad de retirar el 
imán, evitando futuras interven-
ciones quirúrgicas para su extrac-
ción y posterior reimplantación.  

Según el tribunal, ello impedía 
que la niña quedara completa-
mente privada de audición duran-
te ese período y eliminaba riesgos 
adicionales derivados de nuevas 
cirugías, aspecto particularmente 

trascendente dada su edad y el 
momento de desarrollo cognitivo, 
lingüístico y social que atravesaba.  

El tribunal entendió que esas di-
ferencias tecnológicas no eran ac-
cesorias, sino directamente vincu-
ladas con la seguridad del trata-
miento y el desarrollo integral de 
la menor.  

Asimismo, el fallo valoró que el 
procesador Nucleus 8 incorporaba 
reducción de ruido, conectividad 
directa con dispositivos móviles, 
accesorios inalámbricos y un dise-
ño más liviano y ergonómico, ca-
racterísticas que favorecían la 
comprensión del lenguaje en ám-
bitos complejos, especialmente en 
el entorno escolar. También pon-
deró que el procesador ofrecido 
por Apross carecía de esas presta-
ciones y, además, había sido seña-
lado por el médico tratante como 
un modelo discontinuado desde 
2022, extremo que no fue desvir-
tuado por la demandada.  

 
Conclusión 
Sobre esa base se concluyó que las 
mejoras tecnológicas invocadas 
incidían directamente en la reha-
bilitación auditiva, la integración 
escolar y la calidad de vida de la ni-
ña, por lo que no podían conside-
rarse simples preferencias comer-
ciales o estéticas.  

La cámara también rechazó el 
planteo de Apross según el cual la 
actora no había demostrado la in-
idoneidad absoluta del dispositivo 
alternativo. Recordó que en el ám-
bito de una medida cautelar no se 
exige certeza definitiva sino única-
mente una acreditación suficiente 
de la apariencia del derecho, y sos-
tuvo que la documentación incor-
porada permitía concluir, en esta 
etapa preliminar, que el equipa-

miento solicitado aparecía razona-
blemente fundado en las necesida-
des específicas de la paciente y en 
la prescripción vigente de su médi-
co tratante. Del mismo modo des-
cartó que pudiera restarse valor a 
esa indicación por el hecho de que 
el profesional no integrara formal-
mente el staff de implantólogos de 
Apross, destacando que intervenía 
en el Hospital Raúl A. Ferreyra, 
mantenía una relación de deriva-
ción con el otro especialista con-
sultado y era quien seguía actual-
mente la evolución clínica de la ni-
ña. El tribunal afirmó que corres-
ponde privilegiar el criterio actua-
lizado del profesional tratante 
cuando se trata de determinar el 
tratamiento más adecuado para 
un paciente con una patología de 
alta complejidad.  

Respecto del peligro en la demo-
ra, las vocales consideraron plena-
mente configurado ese requisito al 
advertir que la niña se encontraba 
privada de una adecuada audición 
por las fallas de las baterías del im-
plante existente y por la ausencia 
del implante indicado para el oído 
izquierdo, situación que compro-
metía su desarrollo comunicacio-
nal, educativo y social en una eta-
pa crítica de crecimiento. Añadie-
ron que la postergación de la co-
bertura podía ocasionar perjuicios 
graves e irreparables y recordaron 
que el derecho a la salud y a la vida, 
especialmente cuando involucra a 
una persona menor de edad con 
discapacidad, exige una tutela ju-
dicial efectiva inspirada en el prin-
cipio pro homine y en el interés su-
perior del niño. 

La cámara ponderó la indicación actual, la condición de la menor de edad como sujeto 
de tutela preferencial y las ventajas tecnológicas del dispositivo prescripto

Ordenan cubrir implante coclear 
específico por ofrecer mayores  
garantías para la salud de una niña

Autos: “M. O., F. J. y otros c/ Administra-
ción Provincial del Seguro de Salud - 
Amparo Ley 4915”

La Sala IV de la Cámara de Apelacio-
nes en lo Contencioso-administrati-
vo, Tributario y de Relaciones de 
Consumo hizo lugar parcialmente 
al recurso de apelación de Trescien-
tos Productora SA únicamente para 
revocar la indemnización por daño 
moral, rechazó el recurso del actor y 
confirmó en lo restante la condena 
contra la organizadora del recital y 
Buenos Aires Arena SA por el robo 
de un teléfono celular durante un 
recital de Ciro y Los Persas, al consi-
derar acreditado el incumplimiento 
del deber de seguridad propio de la 
relación de consumo. 

La decisión fue adoptada por 
Laura Perugini, con adhesión de 
Lisandro Fastman, mientras Nie-
ves Macchiavelli votó en disidencia 
parcial respecto del daño moral.  

El tribunal recordó que el víncu-
lo entre el asistente al espectáculo 
y las empresas demandadas cons-
tituía una relación de consumo al-
canzada por la protección del artí-
culo 42 de la Constitución Nacio-
nal y de la ley 24240. En ese contex-
to, destacó que el deber de seguri-
dad impone a quienes organizan 
espectáculos masivos garantizar 
que los consumidores puedan in-
gresar, permanecer y retirarse sin 
sufrir daños en su persona ni en 

sus bienes, salvo que acrediten una 
causa ajena que rompa el nexo 
causal. Señaló que el actor demos-
tró haber ingresado al recital con 
su teléfono celular y que el aparato 
fue sustraído durante el desarrollo 
del espectáculo, circunstancia co-
rroborada por las actuaciones pe-
nales iniciadas a raíz del hecho.  

Los camaristas rechazaron el 
principal argumento de la organi-
zadora, que intentó atribuir la des-
aparición del aparato a un posible 
extravío durante el pogo o a una 
conducta imprudente del consu-
midor. Indicaron que tales afirma-
ciones eran meramente conjetu-
rales y que la existencia de una 
causa penal, en la que incluso el 
imputado ofreció reparar el daño y 
posteriormente obtuvo la suspen-
sión del juicio a prueba, confirma-
ba que el desapoderamiento obe-
deció a un hecho de sustracción y 
no a una pérdida accidental. Asi-
mismo, afirmaron que no podía 
exigirse al consumidor un están-
dar agravado de autoprotección, 
ya que ello implicaría trasladarle 
una obligación que corresponde a 
los proveedores del servicio.  

 
Alcance 
Otro aspecto central del fallo con-

sistió en determinar el alcance del 
deber de seguridad. La mayoría 
sostuvo que los robos y hurtos de 
teléfonos celulares en recitales 
multitudinarios constituyen ries-
gos previsibles y propios de esa 
actividad, especialmente cuando 
el evento reúne a más de catorce 
mil personas en un espacio cerra-
do. En consecuencia, las empre-
sas organizadoras debían acredi-
tar la implementación de un siste-
ma eficaz de prevención, algo que 
no lograron demostrar. Si bien se 
comprobó la contratación de per-
sonal policial y de seguridad pri-
vada, no se acreditó la idoneidad 
del operativo ni la existencia de 
protocolos efectivos para prevenir 
ese tipo de delitos, por lo que el 
hecho no podía calificarse como 
caso fortuito ni como una causa 
ajena liberatoria.  

El voto de Perugini también dis-
tinguió el precedente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación 
dictado en el caso “T. A. c/ Star-
bucks Coffee Argentina SRL”. Ex-
plicó que allí se analizó un robo a 
mano armada en un local gastro-
nómico abierto al público, mien-
tras que en la causa actual se trató 
de un hurto producido dentro de 
un espectáculo masivo organiza-

do y controlado por las demanda-
das, supuesto en el cual el riesgo 
forma parte de la propia actividad 
comercial. Por ello, concluyó que 
el precedente invocado por la pro-
ductora no resultaba aplicable.  

En cuanto a la multa por daño 
punitivo, la mayoría confirmó su 
procedencia al considerar que el in-
cumplimiento del deber de seguri-
dad excedió un simple incumpli-
miento contractual y reveló un gra-
ve desinterés por los derechos de 
los consumidores, teniendo espe-
cialmente en cuenta la trayectoria y 
capacidad económica de las em-
presas organizadoras de espectácu-
los masivos. Destacó que la sanción 
persigue una finalidad preventiva y 
disuasoria, destinada a evitar la rei-
teración de conductas semejantes.  

 
Distinta 
Distinta fue la solución respecto 
del daño moral. Para Perugini y 
Fastman, las circunstancias acre-
ditadas no alcanzaban una inten-
sidad suficiente para justificar una 
reparación autónoma en la esfera 
espiritual, más allá de las moles-
tias razonablemente derivadas del 
robo del teléfono celular. En con-
secuencia, hicieron lugar parcial-
mente al recurso de la productora 

y dejaron sin efecto ese rubro in-
demnizatorio, declarando abs-
tracto el agravio del actor que pre-
tendía incrementarlo. Además, re-
chazaron el cuestionamiento refe-
rido al método utilizado para 
cuantificar el daño material, por 
considerar razonable fijar el valor 
de reposición del teléfono confor-
me al precio de mercado dentro de 
los treinta días posteriores a la fir-
meza de la sentencia, tomando el 
mayor valor registrado durante 
ese período para evitar una desac-
tualización del crédito.  

La jueza Macchiavelli compartió 
la responsabilidad de las deman-
dadas, la procedencia del daño pu-
nitivo y la indemnización material, 
pero discrepó respecto del daño 
moral. Consideró que la sustrac-
ción de un teléfono celular durante 
un recital, la frustración del espec-
táculo, la preocupación por la in-
formación personal y bancaria 
contenida en el dispositivo y las 
gestiones posteriores configura-
ban una afectación espiritual noto-
ria, agravada en el caso por la nece-
sidad del actor de mantenerse co-
municado con su hija residente en 
el exterior ante el inminente naci-
miento de su primera nieta. Por 
ello propuso elevar la indemniza-
ción por ese concepto a $800 mil, 
postura que no obtuvo mayoría. 

Condena por robo de celular en un recital, al considerar insuficiente la seguridad
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